PODER JUDICIAL DEL ESTADO

SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA

SEGUNDA SALA

	NÚMERO DE TOCA
	FECHA EN QUE SE DICTÓ LA SENTENCIA

	33/2021
	San Luis Potosí, S.L.P., a 03 tres de junio de 2021 dos mil veintiuno.



V I S T O, para resolver el RECURSO DE QUEJA 33/2021, interpuesto por  ELIMINADO , ostentándose con el carácter de apoderada de  ELIMINADO , en contra de la interlocutoria pronunciada el 25 veinticinco de febrero de 2021 dos mil veintiuno, por el Juez Primero del Ramo Civil de esta Capital, en el cual resolvió lo relativo al Incidente de liquidación de sentencia, en el expediente 1102/2017, relativo al Juicio Extraordinario Civil Hipotecario promovido por la ahora quejosa, en contra de  ELIMINADO ; y, 

R  E  S  U  L  T  A  N  D  O

ÚNICO. Antecedentes.
Por escrito recibido el 03 tres de marzo de 2021 dos mil veintiuno, compareció  ELIMINADO , ostentándose con el carácter de apoderada de  ELIMINADO , a promover recurso de queja, en contra de la sentencia de 25 veinticinco de febrero de 2021 dos mil veintiuno, dictada por el Juez Primero del Ramo Civil de esta Capital, por la cual, resolvió lo relativo al Incidente de liquidación de sentencia, en el expediente 1102/2017, relativo al Juicio Extraordinario Civil Hipotecario, promovido por la aquí recurrente en contra de  ELIMINADO .

Mediante proveído pronunciado el 05 cinco de marzo del presente año, la Presidencia de este Supremo Tribunal de Justicia radicó el recurso, y en el mismo se ordenó la formación del Toca y registro en el Libro de Gobierno, empero reservándose su admisión hasta en tanto constara en autos el informe que de acuerdo a lo previsto por el artículo 973 de la Ley Adjetiva de la materia, corresponde rendir al Juez de la causa.

De igual forma, se tuvo a la interesada por designando casa para oír y recibir notificaciones, la ubicada en  ELIMINADO , y autorizando únicamente para imponerse de los autos a las Licenciadas  ELIMINADO Posteriormente, en fecha 19 diecinueve de marzo del año que transcurre, se tuvo al Juez Primero del Ramo Civil de la Capital, Licenciado  ELIMINADO , por rindiendo el informe que a su parte corresponde, juntamente con copias certificadas de las constancias deducidas del expediente 1102/2017, de su índice; asimismo, se admitió el recurso de queja interpuesto; igualmente se dio cuenta del ocurso presentado por la parte colitigante, por lo que al no existir trámites procesales pendientes por desahogar, se citó para resolver el presente asunto el 25 veinticinco de mayo de la presente anualidad, ordenándose remitir el presente asunto al Magistrado en turno, Juan Paulo Almazán Cue, para la formulación del correspondiente proyecto de resolución; y,

C O N S I D E R A N D O


PRIMERO. Competencia.


Este Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado es competente para resolver el presente recurso de queja, pues así lo estipulan los ordinales 11, 14, fracción XIV, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, en relación con el artículo 973 del Código de Procedimientos Civiles vigente en la Entidad.


SEGUNDO. Trámite.


El procedimiento seguido, se encuentra establecido en los artículos 971, fracción II, y 973 de la Legislación Adjetiva Civil; y, 17, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, toda vez que la recurrente se duele de la sentencia interlocutoria dictada en ejecución de sentencia.

TERCERO. Oportunidad del recurso.

De la lectura de los artículos 971 y 973 del Código de Procedimientos Civiles, se advierte que el recurso de queja tiene como objeto impugnar determinadas resoluciones, que el recurrente encuentre injustificadas.

En esa temática, la oportunidad del recurso se encuentra limitada; en primer lugar, por la naturaleza de la resolución materia de impugnación, pues no todas las resoluciones pueden ser combatidas por este medio, sino sólo aquellas que expresamente autorice la ley. En segundo lugar, la oportunidad del recurso estriba en su puntual interposición y en la formulación de los agravios correspondientes.

Así, en el presente caso, la resolución recurrida la constituye la interlocutoria de fecha 25 veinticinco de febrero del presente año, dictada en los autos del Expediente 1102/2017, relativo al Juicio Extraordinario Civil Hipotecario, mediante el cual se resuelve lo atinente a la Planilla de Liquidación de Sentencia.

Proveído que efectivamente es recurrible mediante la queja, pues se encuentra dentro de la hipótesis prevista en el artículo 971, fracción II, del Código de Procedimientos Civiles, por tratarse de una Interlocutoria dictada  ELIMINADO De igual forma, la impugnación se dio dentro del término legal concedido para ese efecto, tal y como se hizo constar en la certificación de fecha 20 veinte de mayo de 2021 dos mil veintiuno, por parte de la Secretaria General del Supremo Tribunal de Justicia. 

Además, consta en autos que la inconforme sí formuló los agravios de su intención. Consecuentemente, el presente recurso de queja es oportuno.

CUARTO. Fijación de la Litis

En este sentido, los agravios formulados por  ELIMINADO , son del tenor literal siguiente: 

“[…]a). - Fuente del agravio. – Causa agravio a mi representada, la sentencia dictada el 25 de febrero del 2021.
b). - Preceptos violados. - La resolución impugnada viola en perjuicio de mi representada, lo dispuesto por el artículo 14 Constitucional, en relación con los artículos 77 y 81 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, en razón de su incongruencia con las constancias que obran en autos.

c). - Concepto del primer agravio. - La sentencia mencionada viola los artículos antes referidos por las razones que a continuación se expresarán:

1.- Mediante sentencia de fecha 25 de febrero del 2021 el Juez Primero del Ramo Civil, de Primera Instancia, del Primer Distrito Judicial, sin fundar ni motivar en forma alguna su resolución, pues no citó artículo alguno en que sustente sus determinaciones, dictó sentencia en el incidente de liquidación promovido, dentro de los autos del juicio 1102/2017, mediante el cual determina la improcedencia de la liquidación de intereses ordinarios generados, la base de dicha resolución, radica en lo siguiente:

a) El juzgador señala que mi representada, se limitó a señalar la cantidad reclamada por concepto de intereses ordinarios generados al treinta de junio del dos mil veinte, sin precisar más al respecto, es decir, siendo omisa en establecer cuáles fueron los parámetros y operaciones aritméticas que tomó en consideración para cuantificar tal concepto, puesto que no expone, ni explica su liquidación y como se generó la cantidad reclamada, requisito indispensable para analizar su procedencia.

b) Señala que la suscrita referí que para obtener el importe de los intereses reclamados sobre el saldo insoluto solo apliqué la tasa de interés anual acordada, esto es el 13.70 y señalé que el resultado se divide entre 360 días naturales, para obtener el saldo diario generado, pero no realice la división correspondiente, ni tampoco indiqué a cuánto asciende dicho interés diario.

c) Señala que mencioné que el interés diario se multiplicaba por el número de días efectivamente transcurridos, en el mes que se trate, dando como resultado el monto reclamado, pero no señalé a cuánto asciende el interés diario, ni los días del periodo que transcurrieron en el periodo en que se cuantifican los intereses reclamados faltando esta operación.

d) Señala que estas omisiones, no pueden subsanarse o corregirse con la certificación contable que se acompaña a la planilla de liquidación de estudio, pues la misma solo tiene por efecto, acreditar los extremos de la liquidación formulada, pero no la deficiencia o imprecisión de los hechos constitutivos de la misma.

e) Finalmente sostiene que el examen del certificado en cita, no se aprecia en su desglose, ni se ajusta a las bases establecidas en la sentencia ejecutoriada, pues no contiene operaciones matemáticas para determinar el interés que corresponde a cada mes reclamado.

f) Adicionalmente señala que la planilla no se ajusta a la sentencia definitiva dictada en el presente asunto, pues en la misma, se determinó que la demandada pagaría a la moral actora la cantidad de $961,786.60 (NOVECIENTOS SESENTA Y UN MIL SETECIENTOS OCHENTA Y SEIS PESOS 60/100 M.N.), por concepto de saldo insoluto del crédito, suma que la promovente debe tomar en cuenta para cuantificar los intereses ordinarios que pretende, y no como erróneamente lo señala al formular su planilla de liquidación, debiéndose estar también a lo convenido en la cláusula octava del documento fundatorio.

2.- Ahora bien, mi representada considera que las apreciaciones del Juzgador son erróneas, e impone cargas procesales mayores a las que establece la legislación sobre las planillas de liquidación con base en las siguientes consideraciones:

a) En lo que respecta a la aseveración del juzgador de que me limitó a señalar la cantidad reclamada por concepto de intereses ordinarios generados al treinta de junio del dos mil veinte, sin precisar más al respecto, es decir, siendo omisa en establecer cuáles fueron los parámetros y operaciones aritméticas que tomo en consideración para cuantificar tal concepto, puesto que no expone, ni explica su liquidación y cómo se generó la cantidad reclamada, requisito indispensable para analizar su procedencia, debo señalar que en la plantilla de liquidación presentada, textualmente mi representada señaló:

En las prestaciones que se reclaman:

a) “Por el pago de la cantidad de $409,844.42 (cuatrocientos nueve mil ochocientos cuarenta y cuatro pesos 42/100 M.N.), por concepto de intereses ordinarios vencidos y no pagados generados del 1° de junio del 2017 al 30 de junio del 2020, y a que se refiere el punto resolutivo sexto de la sentencia definitiva dictada en el presente juicio con fecha 21 de septiembre del 2018.”
En el desglose de los hechos:

“En el entendido de que el procedimiento aplicado para la liquidación de intereses ordinarios es el siguiente:

Sobre el saldo insoluto, se aplica la tasa de interés anual acordada esto es 13.7%, el resultado se divide entre 360 días anuales, para obtener el saldo de interés diario generado.

El resultado se multiplica por el número de días efectivamente transcurridos en el mes de que se trate, dando como resultado el monto reclamado, como se desglosa en el certificado de adeudo que adjunto de fecha 20 de junio de 2020, emitido por el C.P.  ELIMINADO , al cual me remito y solicito se tenga por reproducido para todos los efectos legales a que haya lugar.”

Es decir, contrario a lo que afirma el juzgador, sí se explicó cómo se llegó al saldo insoluto reclamado, es decir, substituyendo números con lo explicado conforme al texto transcrito, de la cantidad de $974,627.55 (NOVECIENTOS SESENTA Y UN MIL SETECIENTOS OCHENTA Y SEIS PESOS 60/100 M.N.), (sic), considerada el saldo insoluto, se aplicó la tasa de interés anual pactada, es decir el 13.70%, lo que da como resultado un interés anual del $133,523.97 (ciento treinta y un mil setecientos sesenta y cuatro pesos 76/100 M.N.) (sic), el resultado se divide entre 360 días anuales, dando un interés diario de $370.89 (trescientos sesenta y seis pesos 01/100 M.N.) (sic), y este se multiplica por el número de días transcurridos en el periodo, estos días se desglosan por mes en el certificado de adeudo presentado adjunto a la planilla respectiva, junto con el monto total del periodo.
Conforme lo anterior, es inexacto que mi representada, se limitará a señalar la cantidad reclamada por concepto de intereses ordinarios, sin precisar los parámetros y operaciones aritméticas que tomó en consideración para cuantificar tal concepto, puesto que las mismas, contrario a lo que afirma el Juzgador, si se explicaron.
b) Por lo que respecta a la aseveración del Juzgador en el sentido de que referí que para obtener el importe de los intereses reclamados sobre el saldo insoluto solo aplique la tasa de interés anual acordada, esto es el 13.70% y señalé que el resultado se divide entre 360 días naturales, para obtener el saldo diario generado, pero que no realicé la división correspondiente, ni tampoco indique a cuánto asciende dicho interés diario, debo señalar que si se realizaron las operaciones, de lo contrario hubiera sido imposible en el certificado de adeudo presentado adjunto a la planilla de liquidación, determinar las mismas mes a mes, sin que sea obligación de mi representada, realizar o transcribir mes a mes dicha operación para la aprobación de la planilla respectiva.

Para la aprobación de la planilla, es menester sujetarse y mencionar los parámetros para hacerla y su desglose y cantidad aplicada por periodo conforme a la fórmula matemática, realizada, en el entendido de que no existe precepto legal alguno, que justifique que mi representada, deba hacer cada operación transcrita en la planilla, máxime cuando para su cálculo no se requieren conocimientos especiales en la materia.

Lo cierto es que en la planilla respectiva se estipuló y señaló el proceso para el cálculo del interés diario, los días del periodo al que se aplicó y el resultado, para lo cual, incluso en la planilla respectiva me referí en forma específica al certificado de adeudo adjunto, que solicité se tuviera por reproducido, por lo que el Juzgador, impone a mi representada, cargas procesales mayores a la legislación, suponiendo que debo transcribir el interés diario y la división precisa, cuando lo cierto es que dicha transcripción no es un elemento de la planilla, lo que sustento en el criterio de jurisprudencia que a continuación cito:

Registro digital: 192492 ACCIÓN CAMBIARIA. CUANDO SE RECLAMAN INTERESES CUYA DETERMINACIÓN REQUIERA DE CONOCIMIENTOS ESPECIALES, ES NECESARIO QUE EL ACTOR EN LA DEMANDA PRECISE SU MONTO Y FORMA DE CUANTIFICACIÓN, O BIEN, SE REMITA A UN CERTIFICADO DE CONTADOR ANEXO.

c) El juzgador, señala que no mencioné el número de días efectivamente transcurridos, en el mes que se trate, dando como resultado el monto reclamado, esto es inexacto pues como lo referí en la planilla respectiva, para tal cuantificación solicité fuera remitido al certificado de adeudo que adjunto de fecha 20 de junio del 2020, emitido por el C.P.  ELIMINADO , al cual solicité se tuviera por reproducido para todos los efectos legales a que haya lugar, y del que en la columna “DÍAS” se desprende el número exacto de los días transcurridos en cada mes que se tomó para la base de la cuantificación de intereses.
d) Señala que éstas omisiones, no pueden subsanarse o corregirse con la certificación contable que se acompaña a la planilla de liquidación de estudio, pues la misma solo tiene por efecto, acreditar los extremos de la liquidación formulada, pero no la deficiencia o imprecisión de los hechos constitutivos de la misma, además refiere que el del examen del certificado en cita, no se aprecia en su desglose, ni se ajusta a las bases establecidas en la sentencia ejecutoriada, pues no contiene operaciones matemáticas para determinar el interés que corresponde a cada mes reclamado.

Al respecto, lo cierto es que contrario a lo que afirma el Juzgador, el certificado de adeudo, forma parte de la planilla presentada, y debe estudiarse íntegramente como parte de ésta, sin que existe deficiencia o imprecisión en los hechos constitutivos de la misma, pues explicadas las operaciones matemáticas de donde se obtuvieron los saldos, es responsabilidad del Juzgador revisar si los mismos son correctos, y no de mi representada, realizar cada operación matemática del periodo como lo previene el Juzgador, lo anterior conforme a los criterios de jurisprudencia que cito:

Tesis Registro digital: 181560 ESTADO DE CUENTA CERTIFICADO POR EL CONTADOR FACULTADO POR LA INSTITUCIÓN DE CRÉDITO. RESULTA APTO, SALVO PRUEBA EN CONTRARIO, PARA DETERMINAR EL MONTO DEL INTERÉS CAUSADO, EN EL INCIDENTE DE LIQUIDACIÓN DE INTERESES.

Registro Digital: 171135 LIQUIDACIÓN DE SENTENCIA. NO ES INDISPENSABLE EN TODOS LOS CASOS EL DICTAMEN DE PERITOS.

e) Finalmente, el Juzgador señala que la planilla no se ajusta a la sentencia definitiva dictada en el presente asunto, pues en la misma, se determinó que la demandada pagaría a la moral actora la cantidad de $961,786.60 (NOVECIENTOS SESENTA Y UN MIL SETECIENTOS OCHENTA Y SEIS PESOS 60/100 M.N.), por concepto de saldo insoluto del crédito, suma que se debió de tomar en cuenta para la liquidación respectiva, al respecto, esta apreciación es falsa, en la sentencia definitiva dictada en el presente juicio, la parte demandada fue condenada textualmente al pago de las siguientes prestaciones: 

“Cuarto: Se condena a  ELIMINADO , al pago de $12,840.95 (DOCE MIL OCHOCIENTOS CUARENTA PESOS 95/100 M.N.), por concepto de amortizaciones vencidas y no pagadas correspondientes al periodo de 1° primero de enero del 2017 dos mil diecisiete, al 31 treinta y uno de mayo del 2017 dos mil diecisiete.

Quinto: Se condena a la parte demandada al pago de $961,786.60 (NOVECIENTOS SESENTA Y UN MIL SETECIENTOS OCHENTA Y SEIS PESOS 60/100 M.N.), por I (SIC) concepto de saldo insoluto del crédito por vencer al día 1° primero de junio del 2017 dos mil diecisiete.”

Al respecto, en el considerando respectivo de la sentencia recurrida el Juzgador señala que la liquidación debió partir de la cantidad del saldo insoluto por vencer es decir la cantidad de $961,786.60 (NOVECIENTOS SESENTA Y UN MIL SETECIENTOS OCHENTA Y SEIS PESOS 60/100 M.N.), perdiendo de vista que el saldo insoluto del crédito sobre el que se generan los intereses es el saldo insoluto vencido y el saldo por vencer, es decir las cantidades de $12,840.95 (DOCE MIL OCHOCIENTOS CUARENTA PESOS 95/100 M.N.), por concepto de amortizaciones vencidas, es decir saldo insoluto vencido y $961,786.60 (NOVECIENTOS SESENTA Y UN MIL SETECIENTOS OCHENTA Y SEIS PESOS 60/100 M.N.), por concepto de saldo insoluto por vencer, cuya suma es la cantidad total de $974,627.55 pesos.

Esto acorde con la misma clausula octava del contrato base de la acción al que el Juzgador nos remite y que a letra refiere:

“OCTAVA. - TASA DE INTERÉS ORDINARIO. - “EL ACREDITAJO” (SIC) se obliga a pagar a “LA ACREDITANTE”, intereses ordinarios sobre saldos insolutos mensuales a razón de una tasa fija anual del 13.7% (trece punto siete por ciento). Los intereses ordinarios serán pagaderos mensualmente en forma conjunta con los demás conceptos que integran el pago mensual en las mismas fechas en que debe realizarse el pago de éste, con excepción del primer pago de intereses que deberá considerar los días naturales transcurridos a partir de la fecha de disposición al último día del mismo mes, que para efectos de este contrato este primer periodo de cálculo de los intereses, se denominará el primer paja (SIC) irregular de los intereses. Las partes acuerdan que los intereses se calcularán dividiendo la tasa anual de Interés ordinaria entre 360 (trescientos sesenta) y multiplicando el resultado obtenido por 30 (treinta). Para efectos del cómputo de los intereses ordinarios de los subsecuentes periodos, la fecha de corte será la que aparezca en la caratula de esta operación, la cual forma parte integrante del presente instrumento. El pago de los intereses mensuales del crédito no podrá ser exigido por adelantado, sino únicamente por periodos mensuales en la fecha de cada vencimiento.”

Además, conforme al criterio de jurisprudencia que a continuación cito: 

Época: Octava Época. Registro: 209247. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo XV, Febrero de 1995. Materia (s): Civil. Tesis: XX.408 C. Página: 139.

CERTIFICADO DE ADEUDO. NO REÚNE LOS REQUISITOS DEL ARTÍCULO 68 DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO SI EN LA CANTIDAD RECLAMADA INCLUYE LAS AMORTIZACIONES PAGADAS.

Al momento de valorar la planilla presentada, el juzgador omitió considerar que el saldo insoluto del crédito se integra tanto por amortizaciones vencidas como aquellas por vencer y en razón de la sentencia, aquellas por vencer son precisamente equivalentes al saldo insoluto del crédito, razón por la que deben incluirse en la cuantificación de intereses moratorios.

Conforme lo anterior, es inexacto el razonamiento del juzgador, en el sentido de que la demandada no fueron (SIC) condenados (SIC) al pago del saldo insoluto que comprende las amortizaciones vencidas o la suerte principal o saldo insoluto, pues lo cierto es que si lo fue al señalar que fueron condenadas al pago de intereses sobre amortizaciones vencidas y amortizaciones por vencer mismas que constituyen en su conjunto precisamente el saldo insoluto del crédito.

d) Lo cierto es que contrario a lo que afirma el Juzgador, la planilla se adecuó a los requerimientos de la legislación para tal efecto, siendo infundado que mi representada deba realizar operaciones matemáticas mensuales y día a día, indicando el resultado, para justificar el saldo reclamado, como lo es la fórmula matemática para calcular el porcentaje de interés diario, y mucho más que el certificado de adeudo no avale dichas operaciones o que deba sujetarse a una cantidad menor por concepto de saldo insoluto del crédito.

No existe fundamento alguno, para imponer a mi representada, la obligación de detallar mes a mes, la operación matemática para realizar el cálculo de intereses pues no se requieren conocimientos técnicos especiales para tal efecto, ni es una obligación contenida en la legislación en forma alguna, resultado por tanto que el Juzgador carece de fundamento para solicitar a mi representada realice en la planilla respectiva, la operación matemática de aplicar el 13.7% al saldo insoluto del crédito, dividir ese monto entre 360 días, señalar el resultado como interés diario y multiplica ese número por los días del periodo, como pretende el Juzgador, transcribiendo números mes a mes para la aprobación de la planilla. Mucho menos cuando ya se explicó la operación, se detalló la forma de obtenerla, y puede ser realizada por cualquier persona, sin que sea perito en la materia por ser operaciones matemáticas comunes.

Sobre este particular, la sentencia carece de toda fundamentación y motivación al respecto, puesto que no señala artículo alguno en que funde dicha obligación o el por qué no puede obtener dichos saldos realizándolos en forma directa.

e) En razón de lo anterior, lo procedente es que sus Señorías revoquen la sentencia recurrida en la parte conducente, a efecto de que se apruebe la liquidación promovida en términos del contrato a base de la acción. […]”.

 ELIMINADO 
Así también, consta en autos escrito signado por  ELIMINADO , parte demandada en el juicio principal, quien mediante escrito presentado en la Secretaria General de Acuerdos del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, el 21 veintiuno de abril de 2021 dos mil veintiuno, compareció a contestar la vista ordenada, empero, ocurrió fuera de tiempo, según certificación de fecha 20 veinte de mayo del presente año, en la que se asentó que dicho término empezó a correr el día 16 dieciséis de abril de la presente anualidad, para concluir el 20 veinte del mismo mes y año, de lo que deviene improcedente su solicitud. 

Por su parte, la interlocutoria pronunciada el 25 veinticinco de febrero de 2021 dos mil veintiuno, es del tenor literal siguiente: 

“[…]Expuesto lo anterior, se advierte que el incidente a estudio es improcedente, en atención a lo siguiente:

Lo anterior es así dado que la actora se concreta a señalar la cantidad que reclama por concepto de intereses ordinarios generados al  ELIMINADO , sin precisar más al respecto, es decir, es omisa en establecer cuáles fueron los parámetros y operaciones aritméticas que tomó en consideración para cuantificar tal concepto, puesto que no expone ni explica en su liquidación, la forma de cómo se generó la cantidad que reclama y que en el caso constituye un requisito necesario para estar en condiciones de analizar su procedencia, dado que independientemente de que la parte demandada comparezca o no a efecto de hacer valer inconformidad alguna, el suscrito, al analizar la procedencia de la liquidación, debe terminar si los hechos constitutivos de la misma son acordes con la ejecutoria de la cual deriva y, además, si se demostraron por medio de las pruebas ofrecidas para tal fin.

Es decir, la actora solo refiere que a fin de obtener los intereses reclamados sobre el saldo insoluto se aplica la tasa de interés anual acordada, esto es  ELIMINADO  y que el resultado se divide entre 360 días anuales, para obtener el saldo de interés diario generado, pero no efectúa la división correspondiente, ni tampoco dice a cuánto asciende el interés diario.

Luego, también dice que el saldo -de interés diario- se multiplica por el número de los días efectivamente transcurridos en el mes de que se trate, dando como resultado el monto reclamado, pero además de que no señaló a cuánto asciende el interés diario, tampoco refirió cuantos días transcurrieron dentro del periodo en que pretende cuantificar los intereses reclamados, faltando por ello, la operación correspondiente para tal fin.

Sin que pueda la omisión que se indica subsanarse o ser corregida con la certificación contable que se acompañó a la planilla de liquidación a estudio, puesto que esta únicamente tiene el efecto de ser tomada en cuenta para acreditar los extremos de la liquidación formulada, pero no de corregir la falta, deficiencia o imprecisión de los hechos constitutivos de la misma.

Tanto más, que del examen certificado que se cita, se aprecia que su desglose no se ajusta a las bases establecidas en la sentencia ejecutoriada que nos ocupa, pues no obstante que refiere haber tomado en consideración la misma, lo cierto es que no contiene las operaciones aritméticas para determinar el interés que corresponde a cada mes reclamado, pues no basta con referirlas, sino precisarlas.

En tales condiciones, se concluye que el certificado de cuenta se anexa por la parte actora para acreditar la procedencia de la cantidad que reclama en su liquidación como intereses ordinarios al  ELIMINADO  resulta insuficiente para tal extremo en términos de los resolutivos quinto y sexto de la ejecutoria que nos ocupa.

Además, la planilla no se ajusta a la sentencia definitiva dictada en esta asunto, toda vez que en la misma se determinó que la demandada pagaría a la moral actora la cantidad de  ELIMINADO , por concepto de saldo insoluto del crédito, suma que la promovente debe tomar en cuenta para cuantificar los intereses ordinarios que pretende, y no como erróneamente lo señala al formular su planilla de liquidación, debiéndose estar también a lo convenido en la cláusula octava del documento fundatorio. 

Circunstancias por las cuales resulta infundada la planilla de liquidación formulada por la parte actora, con respecto a los intereses ordinarios a que resultó condenada la parte demandada en la sentencia definitiva dictada en este asunto; dejándose a salvo los derechos a la parte actora para que los haga valer en la vía y forma que correspondan.

Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

PRIMERO. - Por los motivos expuestos en esta sentencia resultó infundada la planilla de liquidación de intereses presentada por la parte actora; dejándose a salvo los derechos a la parte actora para que los haga valer en la vía y forma que correspondan.

SEGUNDO. - Notifíquese por lista de acuerdos. […]”.
QUINTO. Estudio 

Ahora bien, examinados que fueron los motivos del A quo para emitir la interlocutoria pronunciada el 25 veinticinco de febrero de 2021 dos mil veintiuno, relativa al Incidente de liquidación de sentencia en el Juicio Extraordinario Civil Hipotecario promovido por la ahora quejosa, en contra de  ELIMINADO , así como los agravios expresados por la inconforme; para los integrantes de este Pleno, resultan esencialmente fundados, por las razones que se examinarán a continuación:

Pues bien, para una mayor comprensión del sentido del presente fallo, es viable destacar el criterio sostenido por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 411/2017, en donde se interpreta el contenido de los artículos 2078 y 2094 del Código Civil del Distrito Federal, así como el 514 del correlativo Código de Procedimientos Civiles, adminiculado a los numerales 1964 y 1980 del Código Civil para el Estado de Querétaro, así como el ordinal 528 del Código de Procedimientos Civiles de aquella Entidad Federativa, cuya redacción es semejante a los artículos 1911
 y 1927
 de la Ley Sustantiva Civil que rige para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el 990
 de la Ley Adjetiva de la misma materia. 


Pues bien, al resolver la Primera Sala de la Suprema Corte en contradicción de tesis, con respecto a la interpretación de los artículos correlativos de semejante redacción para el entonces Distrito Federal y el Estado de Querétaro; se pronunció en el sentido que para identificar cuando se esté en presencia de una condena por cantidad líquida, la Jurisprudencia y la doctrina han considerado no solamente la que se fija en numerario específico, sino también la que resulta fácilmente cuantificable mediante sencillas operaciones aritméticas. Ello obedece a que la condena en cantidad líquida es la que se determina de modo claro e indudable, por lo cual deriva tanto cuando se fija de manera numérica, como cuando se puede calcular fácilmente, de modo que no pueda dudarse de su importe. En ese tenor, en el caso de la condena por intereses, debe considerarse impuesta en cantidad líquida cuando resulte fácilmente cuantificable con una simple operación aritmética, esto es, cuando se establece la tasa o porcentaje aplicable, así como el período por el cual deban pagarse. Empero, la condena por intereses, será en cantidad ilíquida cuando su cuantificación no sea sencilla, sino que requiera un procedimiento para su determinación como cuando no pueda concederse de antemano la tasa aplicable o en la cuantificación deba demostrarse la concurrencia de ciertos elementos. 


Es así, como se hace necesario precisar la definición de cantidad líquida e ilíquida de la manera siguiente: 

Las cantidades líquidas además de aquellas fijadas en numerario específico, también son las que resultan fácilmente cuantificables mediante sencillas operaciones aritméticas, como cuando se establece la tasa aplicable y el período por el que deban pagarse.


Las cantidades ilíquidas requieren de un proceso de cuantificación que no sea sencillo, sino que requieren de un procedimiento para su determinación, esto es, cuando no se cuente con todos los elementos necesarios para ello.


Luego, como bien lo hace valer la quejosa, en el presente caso se cumplen los requisitos para considerar que la cantidad que pudiera resultar por los intereses ordinarios, pudiera conceptuarse como cantidad líquida, toda vez que se encuentra determinado de manera detallada la condena por intereses, por lo que resulta fácilmente cuantificable con una simple operación aritmética, esto es, se estableció el interés aplicable, asimismo, el período por el cual reclamó la parte quejosa su pago.

Se asevera lo anterior, toda vez que, en la sentencia definitiva dictada el 21 veintiuno de septiembre de dos mil dieciocho por el Juez en el juicio principal determinó en sus puntos resolutivos cuarto, quinto y sexto, lo siguiente:

“Cuarto: Se condena a  ELIMINADO  al pago de $12,840.95 (DOCE MIL OCHOCIENTOS CUARENTA PESOS 95/100 M.N.), por concepto de amortizaciones vencidas y no pagadas correspondientes al periodo de 1° de enero del 2017 dos mil diecisiete, al 31 treinta y uno de mayo del 2017 dos mil diecisiete.

Quinto: Se condena a la parte demandada al pago de $961,786.60 (NOVECIENTOS SESENTA Y UN MIL SETECIENTOS OCHENTA Y SEIS PESOS 60/100 M.N.), por un concepto de saldo insoluto del crédito por vencer al día 1 primero de junio del 2017 dos mil diecisiete. 

Sexto: Se condena a la demandada al pago de $44,290.17 (CUARENTA Y CUATRO MIL DOSCIENTOS NOVENTA PESOS 17/100 M.N.), por concepto de intereses ordinarios vencidos y no pagados correspondientes al periodo del 1° primero de enero del 2017 dos mil diecisiete, al 31 treinta y uno de mayo del 2017 dos mil diecisiete, más los que se sigan generando hasta la liquidación del crédito a razón del 13.7% anual, atento a la cláusula octava del contrato fundatorio, previa su regulación en ejecución de sentencia.”.


Resolución que fue confirmada por la Tercera Sala del Poder Judicial del Estado, mediante sentencia dictada el 15 quince de abril de 2019 dos mil diecinueve.


Por su parte, la aquí quejosa en su ocurso en el que promovió la planilla de liquidación de la sentencia definitiva dictada el 21 de septiembre del 2018, en su punto resolutivo sexto solicitó;

“… a) Por el pago de la cantidad de $409,844.42 (cuatrocientos nueve mil ochocientos cuarenta y cuatro pesos 42/100 M.N.), por concepto de intereses ordinarios vencidos y no pagados generados del 1° de junio del 2017 al 30 de junio del 2020, y a que se refiere el punto resolutivo sexto de la sentencia definitiva dictada en el presente juicio con fecha 21 de septiembre del 2018…”


De lo anterior, se advierte que se determinó la tasa aplicable a la prestación de intereses a cuyo pago se condenó, la cual, quedó establecida en un 13.7% anual, asimismo, se advierte el plazo que la quejosa solicitó para cuantificar dicha prestación, es decir, del 1º primero de junio de 2017 dos mil diecisiete al 30 treinta de junio de 2020 dos mil veinte. Máxime que de acuerdo a lo resuelto por el Tribunal de Alzada al conocer en vía de apelación la sentencia correspondiente, pronunciada en el presente asunto, confirmó la resolución dictada por el A quo, por lo que claramente es factible observar la tasa de interés y el inicio del plazo para computar su cálculo, así como el período de liquidación que solicitó la recurrente.


Aunado a lo anterior, el diverso concepto de agravio formulado por la inconforme al interponer el Recurso de Queja que nos ocupa, en el sentido de que la cantidad que debe tomarse como saldo insoluto es la de $974,627.55 (novecientos setenta y cuatro mil seiscientos veintisiete pesos 55/100 m.n.), aseveración que deviene correcta, toda vez que, contrario a que lo adujo el A quo en la resolución impugnada, debe tomarse en cuenta tanto la cantidad a la que se condenó a la parte demandada por $961,786.60 (novecientos sesenta y un mil setecientos ochenta y seis pesos 60/100 m.n.) como concepto de saldo insoluto del crédito por vencer al día 1º primero de junio de 2017 dos mil diecisiete, así como la cantidad de $12,840.95 (DOCE MIL OCHOCIENTOS CUARENTA PESOS 95/100 M.N.), por concepto de amortizaciones vencidas y no pagadas correspondientes al periodo de 1° primero de enero al 31 treinta y uno de mayo del 2017 dos mil diecisiete, ello, toda vez que, en la sentencia definitiva dictada el 21 veintiuno de abril de 2018 dos mil dieciocho, se hizo plena precisión de que son dos conceptos, uno por monto vencido y el otro monto por vencer, más los que se sigan generando hasta la liquidación del crédito a razón del 13.7% anual, previa regulación en ejecución de sentencia, por tanto, le asiste la razón en tal sentido a la recurrente, es decir, que la cantidad que deba tomarse en cuenta para la planilla de liquidación es la de $974,627.55 (novecientos setenta y cuatro mil seiscientos veintisiete pesos 55/100 m.n.) a razón del 13.7% anual por concepto de intereses vencidos y no pagados.


En consecuencia, al contar con todos los elementos para considerar que la mecánica de su cuantificación requiere de sencillas operaciones aritméticas, así como encontrarse determinado el plazo por el que se deben pagar los intereses, la prestación relacionada con los mismos, debe considerarse como cantidad líquida.


Aunado que, como bien lo dice la inconforme, se cuenta con el dictamen o certificado del Contador, el cual robustece el señalamiento de la forma de realizar la operación.


Asimismo, le asiste la razón a la quejosa, respecto a que la resolución impugnada no está debidamente fundada y motivada, por los argumentos anteriormente aludidos.


Ante el panorama expuesto, le asiste la razón a la quejosa al argumentar que la A quo estaba en posibilidad de revisar la planilla hecha valer por la parte actora, ya que al ser director del proceso, recae la responsabilidad de emprender esas funciones en el juez de la causa, circunstancia que al relacionarla armónicamente con la finalidad del incidente de liquidación y lo dispuesto por el artículo 991 del Código de Procedimientos Civiles, que establece lo relativo a la aprobación de planilla de liquidación conduce a estimar que se faculta al juzgador para examinar de oficio, que la planilla de liquidación presentada por la parte a la que resultó favorable la sentencia, se ajuste a las circunstancias que en la especie imperan, aún y cuando no medie oposición del vencido, lo que conlleva a que no es adecuado que se aprueben automáticamente los conceptos contenidos en ésta, sin el previo análisis de su comprobación y justificación, sino que el juez al emplear el arbitrio judicial, debe decidir en forma justa, con apoyo en los elementos existentes en autos y al procedimiento incidental, para así respetar los principios fundamentales del proceso, como el de la invariabilidad de la litis, una vez establecida, o el de congruencia, así como la inafectabilidad de las bases de la cosa juzgada.

Sirve de apoyo a lo anterior, por su esencia, la Jurisprudencia emitida en la Novena Época por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo VI, Noviembre de 1997, página 126, Tesis 1a./J. 35/97, registro digital 197383, bajo el rubro y texto siguientes: 

PLANILLA DE LIQUIDACIÓN EN EL JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. AUNQUE NO SE OPONGA A ELLA EL CONDENADO, EL JUEZ TIENE FACULTADES PARA EXAMINAR DE OFICIO SU PROCEDENCIA. Los incidentes de liquidación tienen como objetivo determinar con precisión la cuantía de las prestaciones a que quedaron obligadas las partes en el juicio y así perfeccionar la sentencia en los detalles relativos a esas condenas, que no pudieron cuantificarse en el fallo y son indispensables para exigir su cumplimiento y efectuar su ejecución. Luego, si el Juez es el director del proceso, es obvio que en él recae la responsabilidad de emprender esas funciones, circunstancia que al relacionarla armónicamente con la finalidad del incidente de liquidación y lo dispuesto por el artículo 1348 del Código de Comercio, conduce a estimar que el juzgador está posibilitado legalmente para examinar, de oficio, que la planilla de liquidación presentada por la parte a la que le resultó favorable la sentencia, se ajuste a la condena decretada, aun cuando no medie oposición del vencido, pues tal conducta omisiva no suple las condiciones formales y sustantivas de que requiere el obsequio de la pretensión formulada en la planilla; lo que conlleva a que no es adecuado que se aprueben automáticamente los conceptos contenidos en ésta, sin el previo análisis de su comprobación y justificación, en razón de que el juzgador, al emplear el arbitrio judicial, debe decidir en forma justa, con apoyo en los elementos allegados al juicio y al procedimiento incidental, atendiendo primordialmente a las bases que para ese fin se desprendan de la resolución principal, sin modificarlas, anularlas o rebasarlas, para así respetar los principios fundamentales del proceso, como el de la invariabilidad de la litis, una vez establecida, o el de congruencia, así como la inafectabilidad de las bases de la cosa juzgada.”


En tal virtud, resulta inconcuso lo fundado de la queja promovida ante este H. Pleno por parte de la quejosa  ELIMINADO , en contra de la interlocutoria de fecha 25 veinticinco de febrero de 2021 dos mil veintiuno, relativa a la Planilla de Liquidación de Sentencia pronunciada en ejecución, por el Juez Primero del Ramo Civil con residencia en esta Ciudad Capital, derivada del Juicio Extraordinario Civil Hipotecario, promovido por la citada quejosa, en contra de  ELIMINADO , dentro de los autos del Expediente 1102/2017, cuyo efecto del presente fallo, radica en que este Pleno deja sin efecto lo resuelto en la Planilla de Liquidación en comento y pronunciarse nuevamente conforme a los lineamientos establecidos por los integrantes de este H. Pleno.

SEXTO. Publicidad de la resolución

En atención a la circular número 06/2020, de fecha 21 veintiuno de enero del año en curso, signada por la Magistrada Olga Regina García López, en su carácter de Presidenta del Supremo Tribunal de Justicia y del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, se hace del conocimiento de las partes que, en términos de lo dispuesto por el artículo 73, fracción II, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información pública, en relación con el diverso 87, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, hágase del conocimiento de las partes que las sentencias definitivas, interlocutorias y cumplimiento de ejecutorias de amparo, en su caso, que se dicten en el presente asunto, estarán a disposición del público para su consulta, a través de la difusión en la plataforma electrónica a que se refiere el numeral 49 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información pública; además, para que pueda permitirse el acceso a la información confidencial, sensible y a los datos personales que hagan a una persona física identificada o identificable, se requiere del consentimiento de la parte que acredite ser titular de la información, lo anterior sin perjuicio de la protección que por mandato constitucional se realice de oficio. Asimismo, con fundamento en lo establecido en los artículos 82 del Código Nacional de Procedimientos Penales, 1068 del Código de Comercio y 121 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, se publicarán el nombre y apellidos completos de los interesados en los asuntos jurisdiccionales que se mandan notificar por edictos, estrados, listas, así como en la página de internet del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí.

          Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 78, 81, 83, 87 y 975 del Código de Procedimientos Civiles; se

R E S U E L V E

PRIMERO. Este Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado es competente para conocer del presente Recurso de Queja.

          SEGUNDO. Los agravios expresados por la quejosa  ELIMINADO , resultaron esencialmente fundados.

          TERCERO. En consecuencia, se declara insubsistente la resolución interlocutoria de 25 veinticinco de febrero de 2021 dos mil veintiuno, relativa a la Planilla de Liquidación de Intereses pronunciada en ejecución de sentencia por el Juez Primero del Ramo Civil con residencia en esta Ciudad Capital, derivada del Juicio Extraordinario Civil Hipotecario, promovido por la citada quejosa, en contra de  ELIMINADO , dentro de los autos del Expediente 1102/2017; y se le ordena que en su lugar pronuncie otra conforme a los lineamientos establecidos en el considerando quinto de la presente resolución.

          CUARTO. En términos de lo dispuesto por el artículo 73, fracción II, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información pública, en relación con el diverso 87, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, hágase del conocimiento de las partes que las sentencias definitivas, interlocutorias y cumplimiento de ejecutorias de amparo, en su caso, que se dicten en el presente asunto, estarán a disposición del público para su consulta, a través de la difusión en la plataforma electrónica a que se refiere el numeral 49 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información pública; además, para que pueda permitirse el acceso a la información confidencial, sensible y a los datos personales que hagan a una persona física identificada o identificable, se requiere del consentimiento de la parte que acredite ser titular de la información, lo anterior sin perjuicio de la protección que por mandato constitucional se realice de oficio. Asimismo, con fundamento en lo establecido en los artículos 82 del Código Nacional de Procedimientos Penales, 1068 del Código de Comercio y 121 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, se publicarán el nombre y apellidos completos de los interesados en los asuntos jurisdiccionales que se mandan notificar por edictos, estrados, listas, así como en la página de internet del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí.

          QUINTO. Envíese copia certificada de la presente resolución al Juez Primero del Ramo Civil con residencia en esta Ciudad Capital, para los efectos legales a que haya lugar, y en su oportunidad archívese el toca donde corresponda.

          SEXTO. Notifíquese personalmente, comuníquese y cúmplase.

A S Í, por unanimidad de votos, lo resolvieron y firman los Señores Magistrados Olga Regina García López, Ma. Guadalupe Orozco Santiago, José Armando Martínez Vázquez, Carlos Alejandro Robledo Zapata, Luz María Enriqueta Cabrero Romero, Rebeca Anastacia Medina García, Juan Paulo Almazán Cue, María Manuela García Cázares, María Elena Palomino Reyna, Alma Delia González Centeno, Jesús María Ponce de León Montes, Alejandro Hernández Castillo, Graciela Treviño Rodríguez, Aracely Amparán Madrigal y José Luis Ortiz Bravo; quienes integran el Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado; siendo ponente el Magistrado Juan Paulo Almazán Cue, quienes actúan con Secretaria General de Acuerdos, Licenciada Ma. del Rosario Torres Mancilla, que autoriza y da fe.
� Artículo 1911. El pago deberá hacerse del modo que se hubiera pactado; y nunca podrá hacerse parcialmente sino en virtud del convenio expreso o de disposición de ley (…) Sin embargo cuando la deuda tuviere una parte líquida y otra ilíquida, podrá exigir el acreedor y hacer el deudor el pago de la primera sin esperar a que se liquide la segunda”.


� “Artículo 1927. Las cantidades pagadas a cuenta de deudas con intereses, no se imputarán al capital mientras hubiere intereses vencidos y no pagados, salvo convenio en contrario”.


� “Artículo 990. Si la sentencia contuviere condena al pago de cantidad líquida y de otra ilíquida, podrá procederse a hacer efectiva la primera, sin esperar a que se liquide la segunda”.





